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Situación de los

Derechos Humanos

Nunca será exagerado insistir en que, si bien la
Constitución plantea los objetivos y metas eventuales de un
Estado, los logros que ese Estado se plantee en términos de

derechos no pueden verse pospuestos eternamente porque
no exista manera de hacer realidad las buenas intenciones.

A este respecto, los últimos años han sido muestra de hasta
qué punto se han violado derechos civiles y políticos al

reprimir de modo cada vez más autoritario y violento las
manifestaciones de una sociedad que reclama el

cumplimiento de sus derechos económicos, sociales y

culturales. Si de lo que se trata es de frenar esta tendencia
autoritario-represiva y garantizar antes de reprimir, se
impone comprometerse -no renunciar- a cumplir con lo

ofrecido, pues, en materia de derechos, el principio de la
progresividad impide dar marcha atrás.

M agaly Pérez Campos



Á. Derechos Civiles y Políticos

A.l Derecho a la vida
El derecho a la vida es inviolable. Ninguna ley podrá establecer la pena de muerte ni
autoridad alguna aplicar/a.

Artículo 58 de la Constitución de la República de Venezuela

Una primera conclusión acerca de la si tua ­
ción de este derecho durante el período en
estudio podría ser falsamente optimista, si se
deri va solamente del descenso cuantitati vo en

el número de víctimas registradas: 148, para
un promedio mensual de 12 violaciones del
derecho a la vida. Efectivamente este descen­

so, en el contexto de transición política que se
produjo en el país, podría hablar de los prime­
ros avances hacia una política de Estado más
acorde con el sistema de garantías democrá­
ticas. Sin embargo, un análisis más concien­
zudo aporta elementos que contradicen esta
primera impresión.

En líneas generales, durante el período
han estado presente dos debates públicos que
atañen directamente al derecho a la vida. El

primero se refiere al problema de la inseguri­
dad personal (sólo en Caracas se registra un
promedio que oscila entre veinte y treinta
muertes violentas cada fin de semana, amén
de otras modalidades delictivas tales como

robo, atraco o hurto). El segundo tiene que
ver con la actuación de los cuerpos de segu­
ridad del Estado, que se perciben más cer­
canos a las causas de esa situación de inse­

guridad que a su corrección, en virtud de
actuaciones violatorias a los derechos indi­
viduales.

En relación a este punto es oportuno
reproducir el concepto de muertes anuncia­
das, que introduce Eugenio Zaffaroni en el
texto del mismo título, refiriéndose a "...las

muertes que en forma masiva y normalizada
causa la operatividad violenta del sistema
penal. Se trata de un número altísimo de
muertes cuya producción se halla normaliza­
da, es decir, siendo proyectadas y recibidas
públicamente sin nUlyor alarma. lo normaliza­
ción puede obedecer a un acostuniJramiento
por supresencia, aunsensacionalismomomen­
táneo que acaba en explicaciones coyunturales
o anecdóticas, pero las m1ertes que más llaman
nuestra atención, entre otras cosas por la im­

plicancia que el fenómeno tiene en cuanto a
internalización de un derecho humano tan ele­

mental como la vida, son aquéllas cuya proyec­

ción y recepción tienen lugar con franca apro­
baÓón por parte del discurso de los medios
masivos, que las exhiben como signos de efica­

cia preventiva de la policía, o sea que estas
muertes, lejos de causar alarma en la pobla­
ción, son un recurso para provocar aquiescen­
cia o consenso ,,16.

Como se ha dicho, el debate en tomo a la

inseguridad personal es un asunto de primer
orden para la opinión pública venezolana; los
medios de comunicación publican como par-

16 ZAFFARONI, Eugenio: Muertes anunciadas. Editorial Temis, S.A. Instituto Interamericano de Derechos
Humanos, Bogotá, Colombia, 1993, págs. 10,11.
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parte casi eqlútativamente entre el fin de la
Presidencia interina del senador Ramón J.
Velásquez yel primer semestre del quinque­
nio presidido por Rafael Caldera. Con respec­
to al segundo, obviamente ha transcurrido
muy poco tiempo para intentar una evalua­
ción de la ejecución de política pero sí se
puede analizar hasta qué punto estos primeros
meses de gestión apuntan a un cambio que
trascienda el ámbito del discurso, para lo cual
es oportuno recordar los principios conteni­
dos en su Carta de Intención con el Pueblo de
Venezuela.

En la Recapitulación afirma el Presidente:
"Al país lo angustia la inseguridad en que se
vive, cuando aún dentro de sus hogares y en
plena luz del día, las personas y sus pertenen­
cias están sujetos a los horrores de la violen­

cia criminal y frecuentemente asesina, que en
la mayoría de los casos goza de una bochor-

. 'da",,18nasa llnpUnl u .
Y, en el aparte dedicado a La Dimensión

Humana, 11 La protección de lapersona huma­
na del ciudadano y la de cualquier habitante
de la RepÚblica será el centro preferencial de
la atención del Poder PÚblico. La seguridad
de la vida y de los bienes reclama un empeño
decidido e intenso, para lo cual:
• Se adelantará un serio y decidido proceso

de revisión y reestructuración de los siste­
mas policiales.

• Se fOrmulará una Estrategia Nacional de
Seguridad Pública y se creará un efectivo
Consep Nacional de SeguridadPública"19.
Consecuentemente, poco tiempo después

de asumir la Primera Magistratura Rafael Cal­
dera concretó dos nombramientos que apun­
taban a confirmar su intención de avanzar

hacia una gestión más acorde con el respeto
por los derechos individuales -aunque el tema
no se ha hecho explícito en su discurso-, el
ex-Fiscal General Ramón Escovar Salom

tes de guerra las altas cifras de muertes ocu­
rridas cada fin de semana y, con mayor o
menor nivel de intensidad, se produce un re­
gular bochorno semanal, al que el ciudadano
común termina por acostumbrarse tanto como
a los anuncios de nuevos aumentos en los

productos de la cesta básica. El señalamiento
público del deterioro de los cuerpos de segu­
ridad forma parte de este pequeño escándalo
cotidiano, aunque con una condición parado­
jal: el policía puede ser un eventual delin­
cuente, y éste es un factor de cuestionamiento,
pero no es tan claro tal cuestionamiento cuan­
do lo que se produce es una muerte a manos
del policía. El 27 de agosto de 1994, se anun­
ciaba la cifra récord de diez personas muertas
a manos de efectivos de un sólo cuerpo de
seguridad (la PM), en menos de 48 horas 17.
El anuncio oficial hacía referencia a diez de­

lincuentes abatidos en enfrentamientos, pero
al menos cuatro de las víctimas fueron rei vin­

dicadas por testigos como ciudadanos hones­
tos presentados como hampones. Sobre las
víctimas reconocidas como posibles delincuen­
tes cabrm preguntarse si fueron sometidas por
intermedio de los recursos de fuerza adecuados.

Retornando a Zaffaroni, estas muertes han
pasado a convertirse en referencias normales

y en eventuales signos de eficacia, aún cuando
los anuncios de depuración, mayor rigurosidad
en los mecanismos de selección y castigos
ejemplarizantes hayan estado presentes en el
discurso de las más altas autoridades.

Cambio de discurso,
¿cambio de política?

Al menos en nuestros dos últimos infor­

mes se afirmaba la existencia de una política
gubernamental'que optaba por el autoritaris­
mo como mecanismo de control de la cont1ic­

tividad social. El período en estudio se com-

17 El Diario de Caracas, 27.08.94.
18 CALDERA, Rafael: Mi Carta de Intención con el Pueblo de Venezuela, Joaquin Ibarra Impresores,

Caracas, Venezuela, 1993, pago43.
19 Caldera, Rafael:Op. cit., págs. 23,24.
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pasa a encargarse del Ministerio de Relacio­
nes Interiores (MRI) y Asdrúbal Aguiar, ex­
magistrado de la Corte Interamericana de De­

rechos Humanos (ODH), de la Gobernación
de Caracas. Ambos funcionarios sí eviden­

cian públicamente su intención de colocar el
respeto por los derechos individuales como

piedra angular de sus actuaciones. El primero
afirmó que aplicaría "una acción coherente y
concreta contra el delito y la delincuencia,
enmarcada en el respeto a los derechos hu­
manos,,20; el segundo, que" devolvería al ca­
raqueño su derecho a la vida,,21. Pero tanto
uno como otro han develado contmdiciones

entre este compromiso y sus primeras accio­
nes, lo que obviamente ha dada lugar a dudas
sobre sus propósitos. El Gobernador de Cara­
cas, por ejemplo, formuló una declaración

que podría considerarse altamente peligrosa,
por cuanto puede abonar el camino a un ne­
gativo nivel de aceptación o tolerancia hacia
actuaciones violatorias de los derechos huma­

nos, cuando afIrmó, refiriéndose a la demanda
introducida por la CIDH contra el Estado
venezolano, que "No existe ningÚn país del
mundo donde no se violen los derechos hu­
manos" 22.

Afirmaciones como ésta son algo más que
paradojas discursivas. Ambos funcionarios

han continuado en la práctica con la política
de guerra al hampa que caracterizó el último
quinquenio. La persistencia de los operativos
policiales en barriadas populares -que han
cambiado de nombre para convertirse en es­
trategias de acción envolvente - son indicado­
res de la permanente criminalización de los
sectores marginales de la población ante el
aumento de la inseguridad personal. Si bien
las cifras acusan un descenso (un total de 187
personas fallecidas entre octubre de 1992 y
septiembre de 1993, 148 para igual período
de 1993 a 1994), se mantienen las proporcio-

20 El Diario de Caracas, 05.02.94.
21 El Globo, 03.02.94.
22 El Impulso, 31.01.94.
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nes de los patrones de violación, tal como se
verá más adelante.

En lo que respecta a la depuración de los
cuerpos policiales, tomando como ejemplo
sólo la PM de Caracas, ciertamente han sido

destituidos un número importante de funcio­
narios debido a "actuaciones irregulares",
tales como robo, tráfico de drogas y armas,
entre otros. Sin embargo, este número de des­
tituciones no guarda correspondencia con las
violaciones a los derechos humanos cometi­

das por los efectivos de este cuerpo ni con el
inicio de procesos judiciales, por lo cual la
medida aún se encuentra lejos de lograr una
depuración real.

En cuanto a este último aspecto, referido
directamente a los mecanismos que favorecen
la impunidad de los funcionarios involucra­
dos en violaciones a los derechos humanos,

es importante destacar que ha sido imposible
obtener datos precisos del Ministerio Público
en relación a la cantidad de averiguaciones de
nudo hecho iniciadas en 1994. La negativa
obedece a la política de la Fiscalía General de
no dar información has ta la publicación de su
anuario; sin embargo, las peticiones de infor­
mación provenientes de organismos internacio­
nales sí han sido atendidas, lo que puede inter­
pretarse como claramente discriminatorio.

Otro ángulo del panorama tiene que ver
con la inefectiva diferenciación de funciones

de los cuerpos de seguridad, a la que se ha
añadido la creación de nuevos cuerpos como
consecuencia del proceso de descentraliza­
ción política, que incluye responsabilidades
relati vas al mantenimiento del orden público.
Si antes del surgimiento de las policías muni­
cipales resultaba evidente la ausencia de coor­
dinación entre la PM, Disip, GN y PTl Ylas
nefastas consecuencias de allí derivadas, los

ejemplos que ilustran el recuadro de la si­
guiente página parecen indicar que incluso los
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mismos funcionarios son víctimas de la defi­

ciente organización de su trabajo, y las nue­
vas policías municipales corren serios ries­
gos de convertirse en un nuevo actor del
mismo contexto, más que en un ejemplo para
los cuerpos de mayor antiguedad.

Con respecto a este último punto sí cuen­
tan las autoridades actuales con un instrumen­

to legado por la adminis tración de Velásquez,
el Reglamento de Coordinación de los Servi­
cios de Policía y sobre Normas de Conducta
de los miembros de los Cuerpos de Policía,
dictado a través del decreto Nº3.179 enoctu­

bre de 1993. Dicho reglamento establece un
valioso conjunto de normas que deben guiar
la acción de las fuerzas policiales en conso­
nancia con las directrices producidas por Na­
ciones Unidas (ver anexo Nº 10). En reunio­
nes sostenidas entre junio y septiembre de
1994 con el Gobernador del Distrito Federal

y los ministros de Justicia y Relaciones Inte­
riores, un importante grupo de ONCJS nacio­
nales de derechos humanos ha planteado que,
de acuerdo a las atribuciones otorgadas a la
Comisión Nacional de Policía, se motorice

una instancia cuyas funciones apunten preci­
samente a velar por el cumplimiento de las

Derechos Civiles y Politicos

normas contenidas en el reglamento, facilitar
su implementación y asegurar las medidas
sancionatorias. Según la propuesta, dicho co­
mité no sustituiría a los órganos naturales de
disciplina interna e investigación judicial sino
que centraría su actividad en las políticas gene­
rales a observar por los cuerpos policiales. Di­
chos funcionarios mos traron interés en escuchar

alas ONGs por lo que cabría esperar la inclusión
de este planteamiento en las políticas oficiales.

En síntesis, una visión global del período
en estudio no permite observar actuaciones
dirigidas a enfrentar las causas del problema,
más allá del ámbito de las intenciones de

cambio expresadas por las autoridades y de
una disminución cuantitativa que al parecer
obedece a factores más bien casuales, ni exis­

ten elementos concretos que permitan vis­
lumbrar un efectivo cambio de políticas con
consecuencias a mediano plazo. Sí, en contra­
parte, es lo suficientemente temprano como
para que las recién estrenadas autoridades
comiencen a adoptar medidas e implementar
estrategias más cónsonas con el respeto a los
derechos humanos, y, en cuanto toca a este
capítulo, a la protección de la vida de los
ciudadanos.

Patrones recurrentes, estructuras firmes

En Muertes anunciadas, Zaffaroni reafir­
ma la existencia de patrones de violación del
derecho a la vida más allá de la justificación
oficial de "excesos aislados", e introduce el
término "muertes institucionales" para refe­
rirse a "... las muertes que causa el personal
armado de las agencias del sistema penal
en el cumplimiento de sus funciones o en
directa relación con las mismas (...) Las
víctimas de las muertes institu ciona les pue­
den ser: 1) sospechosos (en enfrentamien­
tos, ejecuciones sin proceso, en desacatos
a la voz de alto, en otros usos abusivos de

armas letales, etc.); 2)presos (muerte ins­

23 Zaffaroni: op. cit. pág 11.

titucional carcelaria); 3)terceros (personas
que son alcanzadas por disparos siendo aje­
nas a los hechos, personas que son ultimadas

por error, etc.); 4) testigos, abogados y fim­
cionarios molestos (por cualquier razónque
fuese: sindicación de personal de las agen­

cias, de homb res depoder'Ftr su lucha con­
tra abusos depoder, etc.)" .

Desde octubre de 1993 hasta septiembre
de 1994 se produjeron en Venezuela al menos
148 muertes institucionales. E131,1% ocurrió
a manos de funcionarios de la PM; 25% por
responsabilidad de las diferentes policías es­
tadales; 10,9% a manos de agentes de la GN;
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10,13% por parte de efectivos de laPTJ; 7,4%
a manos de funcionarios de las Fuerzas Arma­

das; 6,1% por responsabilidad de la Disip; y
4,7% por acciones de agentes de las diferentes
policías municipales. El porcentaje restante
corresponde a denlillcias de muertes en las que
no se identificó el organismo de seguridad al
que pertenecía el flillcionario responsable.

Del mismo total, el mayor número (50) se
produjo -al igual que en los últimos dos años­
bajo el patrón de ejecuciones; 33 correspon­
dieron a acciones enmarcadas como abusos

de poder; 27 se debieron al uso excesivo de la
fuerza; 18 al uso indiscriminado de la fuerza;
7 se produjeron en el interior de recintos
policiales o militares; 3 afectaron a personas
que se encontraban bajo custodia del Estado
e igual número se produjo debido a malos
tratos; del resto se desconoce la circunstancia

de muerte. En muy pocos de los casos obser­
vados hubo reconocimiento oficial de que las
acciones habían implicado violaciones del
derecho a la vida, y cuando ocurrió, fue a
consecuencia de la denlillcia de familiares o

testigos.

Ejecuciones

Se consideran ocurridas bajo este patrón
aquellas muertes en las que "... el fimcionario
en servicio dispara con el objetivo de causar
la muerte inmediata de la víctima ... Esto im­

plica una intención de desconocer cualquier
método de disuasión pacífica o de jiterza mo­
derada para resolver una situación de con­
jlictividad o peligro ,,24.

En la gran mayoría de los casos de ejecu­
ciones registradas, los flillcionarios afirmaron
que hubo enfrentamiento, como ocurrió el

26.08.94 en Nueva Tacagua, barrio popular
de la zona metropolitana, cuando murieron
José L. DA VILAR (28), WilliamA. ALV A-

REZ(24), Gustavo J. PAYARES (18) yWil­
mer A. PRADA(20). El Coronel RamónPu­
lido Mora, jefe de la División de Inteligencia
de la PM, afirmó que" esaspersonas se enfren­
taron con efectivos de la Brigada Motorizada y
estaban solicitadas por diferentes delitos", y

añadió que había "instmcciones precisas de

mantener en la calle el mayor número de¿Un­
cionarios para detener el auge delictivo"2 .

Los testigos sostienen que los cuatro jóve­
nes no eran delincuentes, que se encontraban
conversando en lilla escalinata cuando los

funcionarios llegaron al lugar con los rostros
cubiertos por pasamontañas, los emboscaron
y los acribillaron. A Williams Alvarez lo re­
mataron de lill tiro en la nuca, y sus familiares
decidieron denlillciar el caso ante la Fiscalía

General de la República.
Este caso, al igual que el de la muerte de

Miguelina VILLANUEV A, Gustavo AlZU­
RO y Dany J. TORRES, ocurrida en Caracas
el 24.12.93, recuerdan las rnasacres registra­
das en diciembre de 1992, enero y mayo de
1993, también oficialmente reconocidas
como enfrentamientos26.

Los familiares de Marcos YANEZ en

cambio, no niegan que la víctima estuviese
incursa en hechos delictivos; afirman que fue
ejecutado después de haberse entregado. Yá­
nez se encontraba preslilltamente involucrado
en lill triple homicidio de considerable reso­
nancia ocurrido en Upata (Edo. Bolívar), ra­
zón por la que se hallaba oculto en lilla zona
cercana a la localidad. Sus familiares avisaron

a la policía que el joven había decidido entre­
garse, y se trasladaron junto a una comisión
de funcionarios de la PE hasta el escondite.

Una vez que el prófugo es esposado, los agen­
tes obligan a los familiares a alejarse del sitio
y, según declararon, segundos después escu­
charon tres detonaciones27.

24 PROVEA: Informe anual: Situación de los derechos humanos en Venezuela, octubre 1991-septiembre
1992, Caracas;llJn, pago 29. ----- ---------------

25 El Nacional, 27.08.94.
26 Provea, op. cit., pág. 30.
27 El Guayanés, 14.07.94.
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Cuando se trata de un pres unto delincuen­
te, algunos funcionarios reconocen su inten­
ción de ejecutar delante de testigos, lo que
habla de la seguridad de que su acción no será
castigada. Fernando J. FLORES (15), junto a
tres personas más intentó fugarse de una co­
misaría de la PTJ ubicada en Caracas, el
11.10.93. Inmediatamente, uno de los funcio­
narios le disparó cuatro veces en presencia de
numerosos testigos. Cuando éstos intentaron
auxiliar al menor, el mismo agente amenazó

con dispararles, y les dij~ que lo había matado
"porque era una rata" .

En ninguno de estos ejemplos las víctimas
portaban armas, sin embargo, aÚllenlos casos
en que sí se presentó armamento en manos de
la víctima, la ejecución reviste igual gravedad
pues constituye una aplicación fáctica de la
pena de muerte.

Abuso de poder

Al igual que en el período anterior, este
patrón acusa el segundo lugar de incidencia,
con un total de 33 muertes. Bajo esta clasifi­
cación se registran sucesos que, aunque en la
mayoría de los casos implican ejecución, ocu­
rren cuando el agente actúa en virtud de mo­
tivaciones o en circunstancias ajenas a sus
funciones, encontrándose o no en servicio. La
diferenciación obedece a la necesidad de des­

tacar la comisión de homicidios amparados
en la condición de efectivos policiales. El
homicidio eventualmente corola delitos tales

como atraco o hurto, obedece a conflictos
personales con la víctima o simplemente, a
una demos tración de poder.

José David RIVERO (30) era miembro de
una banda de asaltantes de carretera que in­
cluía a miembros de la policía del Edo. Coje­
des ya funcionarios de la PTJ. Se había pre­
sentado voluntariamente a declarar ante una

delegación de este último cuerpo el 04.01.94, y

28 El Diario de Caracas, 13.10.93.
29 El Universal, 03.02.94.
30 El Globo, 13.02.94.
31 El Nacional, 24.12.93.
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aportó los nombres de todos los integrantes
del grupo. Al día siguiente su cuerpo fue
hallado en un sector montañoso del Edo. C'Ál­

rabobo29.

El niño Dayán A. MONROY GRAlE­
ROL (3) se encontraba junto a su hermano
mayor en el interior de su vivienda ubicada en
El Junquito (Edo. Miranda), en febrero de
1994, cuando tres sujetos entraron disparan­
do, al parecer buscando a un miembro de la
familia con quien tenían conflictos persona­
les. Uno de ellos, el autor del disparo que
causó la muerte del menor, era un funciona-
·dlD··30no e a lSlp .

En los casos reseñados sobre estas líneas,
las autoridades iniciaron investigaciones pe­
nales. Sin embargo, los abusos de poder tam­
bién son eventualmente amparados por el
cuerpo al cual pertenece el responsable. La
muerte de Henry A. MONCADA (17) fue
públicamente presentada como la consecuen­
cia de un enfrentamiento.Testigos afirman
que fue interceptado por un par de funciona­
rios de la PM camino a casa, en Caracas, el
19.12.93; le hicieron un disparo en cada pier­
na y el joven cayó de rodillas. Uno de los
agentes le colocó el arma en la cara y le
disparó; después comenzaron a darle punta­
piés, le colocaron un arma de fuego alIado y
otra en la mano derecha. Los familiares seña­

1aron que los responsables se encontraban
b· 'd d . '131e nos y veso os e ClVl .

Uso excesivo de la fuerza

Alude a las muertes ocurridas cuando los

funcionarios de los cuerpos de seguridad ha­
cen un uso desproporcionado de la fuerza en
la resolución de situaciones de conflicto que
han podido dirimirse a través de otros meca­
nismos de disuasión pacífica o de fuerza mo­
derada. Como se afirmó en el V Informe

Anual, "lapersistencia conque se presenta en
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circunstancias tales como el control a mani­

festaciones, el uso de armas de alta potencia
en operativos habituales en barriadas margi­
nales, o incluso, el privilegio de la utilización
de armas de jUego para controlar a ciudada­
nos desarmados, convierte al exceso en una

característica estmctural de los cuerpos po­
licíales y de seguridad' 32. Durante este perío­
do se registraron 27 casos de muerte a conse­
cuencia del uso excesivo de la fuerza.

Durante este período, cinco personas fa­
llecieron debido al uso excesivo de la fuerza
en manifestaciones. Nuevamente se advierte

un descenso cuantitativo, pero los funciona­
rios continúan utilizando armas de fuego en
el control a manifestaciones populares, mien­
tras sus superiores insisten en declarar que
está prohibido. Por 10 general el uso de armas
de manera además indiscriminada, victimizó
a personas ajenas a las protestas.

En lo que respecta a este período, a ex­
cepción del caso de la muerte del estudiante

Germán SOTILW RODRIGUEZ (16), to­
dos los demás provocaron la inmediata mili­
tarización de las ciudades en las que se pro­
dujeron los sucesos.

El 25.01.94, Jessica DIAZ (16) murió en
el hospital a consecuencia de un herida de
bala que recibió en la cabeza durante una

manifestación estudiantil registrada en Los
Teques (Edo. Miranda). Aunque en un primer
momento la versión oficial hablaba de un

impacto de bomba lacrimógena, las investiga­
ciones posteriores lograron determinar la

identidad del agente responsable del disparo,
quien fue puesto a las órdenes de las instan­
cias judiciales correspondientes.

También los responsables de la muerte de
Germán SOTlUD fueron rápidamente identi­
ficados, e incluso el mismo Gobernador Asdrú­
bal Aguiar anunció el esclarecimiento del caso
ante los medios de difusión masiva. Sin embar­

go, en junio de 1994 familiares de la víctima

32 Provea, op. cit., pág. 33.
33 Ultimas Noticias, 04.02.94.
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denunciaron que los tres agentes de la PM
involucrados en el suceso se encontraban en
libertad. SOTlLW murió a consecuencia de

un disparo realizado desde el interior del ve­
hículo hidrante (ballena), durante una mani­
festación estudiantil en protesta por el aumen­
to de tarifa de transporte realizada el 05.05.94,
en Caracas ..

En medio de una marcha convocada en

protesta contra el alto costo de la vida que más
tarde devino en saqueos a los comercios en la
ciudad de Marón (Edo. Carabobo), murió el
22.06.94 a consecuencia de un disparo de

arma de fuego Rafael QUEVEDO ARGUE­
LW (23). En el mismo suceso murió Cristina
ROJAS (50), a consecuencia de inhalación de
gases lacrimógenos.

Otro caso registrado durante este período
es el ocurrido cuando un grupo de efectivos
del Grupo de Tareas 1.2. del Ejército disparó
contra miembros de la comunidad yucpa de

Kasmera, población ubicada en la Sierra de
Périja, zona fronteriza con serios anteceden­
tes de violaciones a derechos individuales del

Edo. Zulia. El 02.02.94, los efectivos intenta­
ron decomisar arbitrariamente un lote de ma­

deras a los yucpas. El Ministro de la Defensa
declaró entonces que los efectivos habían res­
pondido al ataque de los indígenas33; el ata­
que provino de un grupo de mujeres armadas
con palos y machetes, armas ante las cuales
los militares respondieron con disparos de
FAL. El ejército causó la muerte a Felipe
ROMERO (25), Vicente ROMERO (25) Y
Carmen ROMERO (42), e hiriendo a otras
dos personas. El incidente tuvo amplia reper­
cusión en el país, pues justo entonces se debatía
en tomo al decreto de Zona de Seguridad Fron­
teriza para el área; se reacti vó el conflicto
entre yucpas y ganaderos debido a la tenencia
de las tierras. Los indígenas tomaron cinco
haciendas y bloquearon los caminos, moti­
vando la intervención del gobierno central.



En lo que concierne al proceso judicial, al
igual que en anteriores casos similares, en
marzo de 1994 se planteó un conflicto de com­
petencias entre un tribunal civil y otro militar,
que aún no ha sido decidido por la CSJ.

Uso indiscriminado de la fuerza

Implica el desconocimiento de cualquier
fórmula de disuasión pacífica o de fuerza
moderada, sólo que además aqlÚ la acción no
está dirigida hacia un sujeto determinado, de
manera que se victimiza a ciudadanos comu­
nes, atrapados en medio de acciones empren­
didas en pro de su seguridad. Para el período
en estudio cabe destacar que del total de 18
casos registrados, diez ocurrieron desde mayo
y hasta septiembre, justo después del inicio
de la suspensión de garantías y la intensifi­
cación de los operati vos permanentes de
combate a la delincuencia, circunstancia en
la que este patrón se presenta con mayor
frecuencia.

Un claro ejemplo de uso indiscriminado
de la fuerza lo constituyen aquellos incidentes
en los cuales ciudadanos comunes mueren en

medio del fuego cruzado entre policías y pre­
suntos delincuentes, tal como le sucedió el
26.03.94 a Aura BRAVO DE AVENDAÑO

(92), muerta de un balazo en la cabeza produ­
cido cuando una comisión de la Disip dispa­
raba indiscriminadamente mientras perseglÚa
a presuntos atracadores, en la parroquia Santa
Rosalía (Caracas).

Carmen Teresa AGUIRRE (85) se encon­
traba el 19.01.94 en el interior de su vivienda

ubicada en el barrio Corea, al norte del Edo.
Anzoátegui, en momentos en que se produ­
cían saqueos a algunos comercios de la loca­
lidad. Los vecinos afirman que un grupo de
funcionarios de la GN entró a la calle dispa ­
rando indiscriminadamente, aparentemente
en persecución de presuntos saqueadores,
cuando una bala perdida atravesó el corazón
de la anciana.

34 El Nacional, 08.04.94.
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Omar M. SALDIVIA se desplazaba en un
colecti vo en el que viajaba también un funcio­
nario de la PM. La víctima llevaba audífonos

en sus oídos y se incorporo de su asiento para
pedir un cigarrillo; en ese momento entraron
tres jóvenes que presumible mente intentaban
atracar al conductor, el funcionario creyó que
Saldivia formaba parte del grupo de delin­
cuentes y le disparó, causándole la muerte.
Sin embargo, el joven no tenía arma alguna;
una atrofia en los tendones hacía que sus
dedos índice y medio permaneciesen constan­
temente rectos, lo que el policía alegó confun­
dir con un arma de fuego.

Muertes a consecuencia
de torturas y malos tratos

Provea tuvo conocimiento de cinco muertes

ocurrridas a consecuencia de este patrón, tres de
las cuales afectaron a ciudadanos que se encon­
traban bajo custodia de cuerpos de seguridad, y
otra a un joven que cumplía el servicio militar,
caso reseñado en el aparte correspondiente a
muertes en recinto militar o policial.

José Gregorio CUEVA (22) falleció en el
hospital el 05.04.94, a consecuencia de poli­
traumatismos. Había sido detenido tres días

antes, cuando funcionarios de la Disi p allana ­
ron arbitrariamente su vivienda y comenza­

ron a golpeado, según denunció públicamen­te su hermano Franklin Cuevas3 . Posterior­

mente los mismos agentes lo trasladan a la
Comisaría de la PTJ, donde también fue gol­
peado y encarcelado. Cuando sus familiares
fueron a vede a la Comisaría se enteraron de

que lo habían llevado de emergencia a una
clínica privada. Como no había cupo para
colocarlo en terapia intensiva, lo trasladan a
otro hospital, donde finalmente falleció.

Efectivos de la PM fueron señalados por
los familiares de la víctima como los respon­
sables de la muerte de Leonardo R HER­

NANDEZ (20), quien fue brutalmente gol­
peado y detenido por los agentes el 31.03.94,
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en Caracas. El caso fue denunciado ante el
Ministerio Público.

Al sur del país, en Ciudad Guayana (Edo.
Bolívar), apareció el cadáver de Ferdi A AN­
DRADE CARVAJAL (17), con signos de
tortura y estrangulamiento. El menor se en­
contraba desaparecido desde el 29.01.94,
cuando fue detenido junto a dos familiares
más por efecti vos de la GN que los encontra­
ron pescando en aguas ubicadas en una zona
privada. En un primer momento, los respon­
sables afirman que el joven había sido puesto
en libertad luego de permanecer detenido en

el destacamento de la GN; luego otro funcio­
nario dice que fue remitido al Instituto Nacio­

nal del Menor (INAM), más tarde que lo
trasladaron a Maturín. Entonces apareció el
cadáver flotando en el río Caroní, que fue
identificado como perteneciente a un hombre
de aproximadamente cuarenta años de edad.

Finalmente, los familiares logran identificar
al joven, afirmando que el cuerpo presenta
politraumatismos y signos de estrangula­
miento. Para el momento de redactar este
Informe, se desconocían los resultados
oficiales de la exhumación.

Muertes bajo custodia

Afectan a personas detenidas en calabo­
zos o comisarías de los diferentes cuerpos
policiales, es decir, personas que aún no han
ingresado -bien sea como penados o proce­
sados- al sistema penal. Este patrón incluye
las muertes ocurridas durante la detención,
aún cuando no ocurran a manos de los efec­

tivos de seguridad, en traslados u otras cir­
cunstancias en las que la víctima se encon­
traba bajo vigilancia de los cuerpos policia­
les. Durante el período en estudio se regis­
traron cuatro casos.

Edginio A VILLEGAS (28), fue detenido

el 29.08.94 por agentes de la PE del Edo.
Portuguesa, durante un operativo en el cual le
incautaron una cuchilla cuya procedencia no
pudo explicar, razón bastante cuestionable
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para generar una medida de privación de li­
bertad. Ala mañana siguiente, cuandoacudie­
ron a despertarle, le encontraron ahorcado
con su pantalón.

Luis Rafael MOYA (23) falleció el
18.11.93, cuando era trasladado de emergen­
cia al hospital. Había sido detenido por la PE
del Edo. Anzoátegui la noche anterior, y pos­
teriormente trasladado a los calabozos de ese

cuerpo en la población de Boca de Dchire. A
la mañana siguiente lo dejaron en libertad, y
al llegar a su casa comenzó a convulsionar y
sangrar por la boca, falleciendo antes de llegar
al centro asistencial. Los familiares sostie­

nen que el cuerpo presentó hematomas y
marcas de esposas en las muñecas, señalan­
do la posible comisión de malos tratos por
parte de los funcionarios, que afirmaron que
tal vez el joven fue golpeado por otros de­
tenidos dentro del calabozo. Hasta el mo­

mento no se ha podido comprobar ninguna
de las dos hipótesis.

La Oficina de Derechos Humanos del Vi­

cariato Apostólico de Puerto Ayacucho (Edo.
Amazonas), denunció el caso de amar nario
SILVA, quien según testimonios fue ejecuta­
do por funcionarios de la PE el 05.01.94,
durante el traslado desde un módulo policial
hasta el retén de la comandancia del mismo

cuerpo. Silva había sido detenido por la comi­
sión de varios delitos, y los efectivos afirma­
ron que había tratado de escapar cuando la
patrulla en que lo trasladaban se accidentó en
el camino. Como justificativo, declararon
que dispararon porque la víctima no acató
la voz de alto, comprobando la validez que
tal motivo significa para los cuerpos de
seguridad venezolanos. Los familiares de­
nunciaron el caso ante la Fiscalía General

de la República, señalando además que el
cuerpo presentó evidencia de posibles tor­
turas, pero esta circunstancia aún no ha po­
dido ser verificada.

Juan Amado MENIX>ZA (17) fue hallado
flotando en el río Guaire el 14.08.94, horas



después de haber sido detenido por funciona­
rios de la Disip, en Caracas. Al parecer, se
encontraba en una discoteca cuando se produ­
jo un altercado con otros ciudadanos. Vigilan­
tes privados comenzaron a disparar al aire
para calmar la situación, moti vando la presen­
cia de los efectivos policiales, quienes se lle­
varon al joven y lo introdujeron en una patru­
lla. Algunos testigos afirman haber escucha­
do tres disparos, Yotros que vieron después a
un vehículo policial frente al puente que da al
río, en la urbanización Los Chaguaramos. La
versión oficial señaló escuetamente que el
cadáver presentó politraumatismos.

Muertes ocurridas
en recinto policial o militar

Tal como se afirmó en el V Informe

Anual, "EStepatrón afecta a jóvenes en cum­
plimiento del servicio militar obligatorio, ya
efectivos o estudiantes de los cuerpos de se­
guridad fallecidos en el interior de sus co­
mandos en acciones que son calificadas por
las autoridades como suicidios o accidentes,

versión que es puesta en duda por familiares
de las víctimas,,35.

De los siete casos observados durante el

período, apenas uno corresponde a un suceso
ocurrido en el interior de un recinto policial:
HernánJ. GARCIA, agente de la Disip, murió
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el 16.01.94 a consecuencia del disparo que le
causara un inspector jefe en la sede de ese
mismo cuerpo, ubicada en Caracas. Sobre el
particular, la versión oficial osciló entre el
móvil pasional yel disparo accidental.

De los seis casos restantes, cuatro corres­

ponden a soldados muertos en el interior de
los centros en los cuales se encontraban pres­
tanda servicio militar y cuyos fallecimientos
fueron oficialmente presentados a los familia­
res como suicidios (tres) y accidente (uno).

Paradigmático resulta el ejemplo de Is­
mael José RAMOS (20), cuyo cuerpo fue
entregado a los familiares el 11.04.94. Ese
día, un mayor del Ejército se presentó con el
cadáver en la casa de la familia Ramos, ale­

gando que la institución no podía corrrer con
los gastos funerarios porque el joven se había
suicidado. Cuando destaparon la caja de ma­
dera en la que se encontraba el cuerpo, nota­
ron que éste presentaba varios impactos de
bala, una herida punzo-penetrante en la cabe­
za y una posible fractura en la pierna izquier­
da; la orden de traslado entregada por los
militares indicaba como causa de muerte un

shock traumático hipovolémico y una herida
perforante en el cuello por arma de fuego. El
joven tenía tres meses cumpliendo el servicio
militar en La Victoria, población aledaña a la
frontera con Colombia, en el Edo. Táchira.

Justificación por criminalización

En el V Informe anual se señalaba como

una política las formas de criminalización de
las víctimas de violaciones del derecho a la

vida, la cual incluía todas aquellas justifica­
ciones ofrecidas por los funcionarios respon­
sables -la gran mayoría de las veces, conva­

lidada :wr sus superiores- respecto a tales
hechos 6.Pero sirva nuevamente el estudio de

ZaffarollÍ para rastrear los antecedentes que
convalidan la afirmación de Provea:

35 Provea, op. cit., pág. 35.
36 Provea, op. cit., pág. 36.

"Las circunstancias en que se producen
las muertes de no jitncionarios, en los casos
que se reportan muestran un marcado predo­
minio de enfrentamientos, llamando podero­
samente la atención la tendencia a registrar
menos casos de voz de alto.

Cabe consignar que se reportan como
enfrentarnientos las ejecuciones yembosca­
das de fUncionarios .... Debemos destacar que
se presenta una alta frecuencia de casos en
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que la autoría se atribuye a una comisión de
fUncionarios ..., lo que dificulta la individua­
lización del autor material del hecho.

En los datos recogidos se observan las

siguientes circunstancias dignas de mención:
a) Suelen proporcionarse informaciones con­
tradictorias acerca de un mismo hecho, no

sólo entre las noticias de diferentes diarios,
sino entre dos ediciones distintas del mismo

diario. b) Cuando el autor de un hecho de

delincuencia común resulta ser un fUncio­
nario armado, casi siempre es presentado
como ex fUncionario. c) Se proyecta siem­
pre la negación de la víctima, señalándo­

la como peligroso delincuente de largo
historial y destacando que la comisión ac­
tuó en legítima defensa o en cumplimiento
del deber,,37.

Esta política de criminalizaciónse susten­

ta en varios niveles: las posiciones hechas
públicas por las autoridades encargadas de
velar por la seguridad pública; la adopción de
estrategias dirigidas a ejecutar operativos de
guerra en barriadas populares; la aceptación
de justificaciones destinadas a presentar a las
víctimas como potenciales delincuentes o
amenazas a la seguridad; y consecuentemen­

te, el mantenimiento de mecanismos que ga­
ranticen la ausencia de castigo para los res­
ponsables.

Para ilustrar la recurrencia de esta política,
valga mencionar que durante el período que
abarca el presente Informe:

Desapariciones

Además de la nueva evidencia que sobre
esta práctica arroja el hallazgo de osamentas
humanas y fosas clandestinas en el Edo. Zu­

lia, Provea tuvo conocimiento de la desapari­
ción durante este lapso de cuatro personas que
fueron detenidas por los cuerpos de seguri­
dad, reafirmando que estos casos se derivan

de la generalización de prácticas que implican

37 Zaffaroni: op. cit., págs. 35, 36.
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• Al menos en 37 de los casos observados

se produjo una versión oficial de enfren­
tamiento.

• En 18 casos se justificó la violación del
derecho a la vida como consecuencia de

operativos policiales en barriadas popula­
res.

• En ocho casos la muerte se produjo como
consecuencia del desacato a la voz de alto,

ampliamente aceptada como causa válida
al interior de los cuerpos de seguridad.

• En siete casos se justificó la actuación de
los funcionarios alegando que la víctima
tenía antecedentes penales o estaba siendo
solicitada por los cuerpos policiales.

• Tres casos fueron presentados como legí­
tima defensa ante intento de atraco.

• Cinco muertes fueron presentadas como
suicidios.

• Al menos en dos casos hubo aplicación de
la ley de fuga.

• Seis casos se presentaron como accidentes
o producto de balas perdidas.

• En 26 de los casos registrados, los fun­
cionarios policiales pronunciaron delan­
te de testigos frases que afirmaban su
facultad para hacer uso del arma de fuego
según su parecer, en situaciones vincula­
das o no a sus funciones como agentes de
seguridad.
Estas justificaciones se presentaron de

manera simultánea en muchos de los casos

registrados.

abuso de autoridad por parte de los organis­
mas de seguridad, a lo cual se agrega el encu­
brimiento y la falta de voluntad de los cuerpos
competentes para investigar las denuncias.

Elsida Inés AL VAREZ (20), viajaba de
San Cristóbal a Valencia en compañía de su
madre en enero de 1994, cuando una comi­
sión de la GN detuvo el vehículo para solicitar
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documentación. A Elsida la detuvieron por no
portar su cédula de identidad, y desde enton­
ces se desconoce su paradero. Su madre de­
claró que ella intentó quedarse con su hija
pero los guardias no se lo permitieron; luego
acudió en varias oportunidades al comando de
la GN, donde finalmente dejaron de suminis­
trarle información alguna.

Fidel A. SANABRIA (32) se encuentra

desaparecido desde el 25.04.94, cuando fue
presuntamente detenido por una comisión de
la Disip en San Antonio (Edo. Táchira). Su
esposa, Josefa Barajas, relató que ese día su
esposo fue interceptado por un individuo que
no se identificó como funcionario; en un ve­
hículo no oficial lo trasladaron a la sede de la
PTJ. Ambos desconocían el motivo de la de­

tención, hasta que una presunta inspectora de
la Disip les tranquilizó diciendo que se trataba
de una averiguación. Josefa Barajas afirmó
que desde entonces se dirigió a varios orga­
nismos de seguridad (PTJ, Disip y PE del
Táchira), en todos los cuales negaron conocer
el paradero de su esposo.

Benjamín VASQUEZ (16) fue secuestra­
do el 16.03.94, cuando una docena de hom­
bres armados que afirmaron estar en busca de
unas armas sustraídas de la Armada por un
maestre mayor, allanaron su vivienda. Orde­
naron a toda la familia colocarse contra la

pared y se llevaron al menor. Horas después,
algunos regresaron para informar que Benja­
mín se encontraba detenido. Versiones de ter­

ceros señalaron a los responsables como miem­
bros de la DIM, sin embargo, ningún cuerpo
policial reconoce registro de esta detención.

Destaca además un caso descubierto a raíz

de los últimos sucesos de la Sierra de Perijá.

El 27.03.93 desapareció Yolanda LANDINO
(14), en circunstancias que involucran a
miembros del Ejército. La niña fue sacada de
su casa por efectivos militares que días antes
habían detenido y torturado a su padre, Mario
LANDINO y su hermano Henry LANDINo.
Es te último permanece aún en prisión, según la



información recogida ¡x:>rAmnistía Internacio­
nal, "sin que existan cargos con ftmdamentos".

Desde ese año no se sabe nada de la niña

desaparecida, lo que ha motivado una intensa
campaña internacional (ver anexo Nº 6) para
exigir a las autoridades que el caso sea inves­
tigado debidamente, que Henry Landino sea
puesto en libertad, que los responsables sean
puestos a disposición de la justicia, y final­
ment, que se establezca la indemnización a la
que haya lugar.

En este contexto, las organizaciones de
derechos humanos se encuentran a la expec­
tativa del desarrollo del proceso que actual­
mente cursa en el Juzgado IV en lo penal del
Edo. Zulia, en relación a la desaparición de
WilsonARIAS y Jorge ACOSTA. Los restos
de éste último fueron encontrados en un ce-
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menterio clandestino ubicado en la Sierra de

Périja, luego de haber sido detenido por fun­
cionarios de la PE el 28.08.91. Arias había

desaparecido tres meses antes, y recién ahora
los ocho funcionarios señalados como res­

ponsables podrían ser declarados como indi­
ciados. Reseñar este caso como un ejemplo
excepcional de avance hacia la justicia resulta
imposible, pues se trata apenas de una posibi­
lidad públicamente anunciada, que para el
momento de elaborar este Informe no se había

concretado; que los funcionarios sean indicia­
dos no significa que la sentencia señale las
responsabilidades a las que haya lugar, y de
cualquier forma, esta posibilidad se produce
dos años después de haber sido denunciados,
luego de la aparición de los restos de Acosta,
en mayo de 1992.
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